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HECHOS


UNICO.- En el presente procedimiento, iniciada la ejecución de la sentencia, se dictó Auto de 5 de junio de 2015,  acordando oír al Ministerio Fiscal y a las demás partes personadas sobre los beneficios suspensivos o sustitutivos de la pena de prisión impuesta al penado EUGENIO SANCHEZ MARIA.

La defensa interesa el 17 de junio de 2015 la sustitución de la pena de prisión por trabajos en beneficio de la comunidad y subsidiariamente el beneficio suspensivo.
El Ministerio Fiscal informa el 28 de junio de 2015 desfavorablemente la suspensión y no se opone a la sustitución por trabajos comunitarios o multa.

El Institut L'Esport Hipic de Mallorca se opone el 25 de junio de 2015 al beneficio suspensivo y asume en cuanto a la sustitución de la pena de prisión por trabajos comunitarios interesada por la defensa, el acuerdo que este Juzgado adopte.

ABADA, por escrito de 26 de junio de 2015 se opone a todo beneficio suspensivo o sustitutivo de la pena de prisión.

El Ayuntamiento de Manacor, ninguna alegación formula en el plazo conferido.
RAZONAMIENTOS JURÍDICOS


PRIMERO.- En materia de suspensión de la pena privativa de libertad impuesta, son los artículos 80 y siguientes del Código Penal los que regulan la figura de la suspensión de la ejecución de la pena privativa de libertad.  

La Sentencia del Tribunal Supremo de 18-01-2000 recuerda que “la mera concurrencia de los requisitos legales mínimos no es mas que un presupuesto necesario para la concesión de la suspensión, pero no suficiente, pues esta constituye una facultad motivadamente discrecional del Tribunal”, lo que reitera la de 19-10-2000 al disponer que la concesión del beneficio es una facultad discrecional del tribunal, que faculta pero no obliga.

En el caso presente, entra también en juego la discrecionalidad del juzgador para decidir si procede o no dejar en suspenso o sustituir la pena privativa de libertad, decisión que ha de ser motivada a los efectos de poner de manifiesto que no es arbitraria o caprichosa. Tanto la doctrina constitucional, sobre el artículo 25.2 de la Constitución, como las interpretaciones doctrinales del artículo 80 CP se expresan en el sentido de que se trata de ponderar los otros fines de la pena, las necesidades de prevención general y seguridad colectiva.

Las finalidades de la reforma del Código Penal operada por L.O. 1/2015 y 2/2015, de 30 de marzo, pueden sintetizarse en dos: 

1. Concentrar las decisiones de la ejecución de las penas cortas de prisión hasta dos años en una única resolución a fin de agilizar el procedimiento, preferentemente en la propia Sentencia (art. 82 1) y caso de no ser ello posible en fase de ejecución de la misma. En efecto, esta es una de las medidas más positivas al acercarse a un sistema de ejecución concentrada y se caracteriza por la existencia de un único régimen de suspensión que ofrece diversas alternativas. Por una parte se mantiene la suspensión ordinaria del art. 80 del CP, la suspensión por razón de drogadicción del art. 87 y la suspensión extraordinaria por enfermedad del art. 80.4. Y  por otra parte se configura la sustitución de la pena privativa de libertad del art. 88 CP –por multa o TBC- como un supuesto de suspensión de su ejecución. De la misma forma la libertad condicional del art. 90 y sgs se regula  como una modalidad de suspensión del resto de la pena de prisión que quede por cumplir.

Con la reforma  se pretende poner fin a la situación, a la fecha de los escritos de las partes, en la que la existencia de una triple regulación de la suspensión (suspensión ordinaria, suspensión para el caso de delincuentes adictos al consumo de drogas, y sustitución de la pena) da lugar, en muchas ocasiones, a tres decisiones sucesivas que son objeto de reiterados recursos de reforma y apelación.  La Exposición de Motivos explica esta modificación diciendo que  “De este modo se asegura que jueces y tribunales resuelvan sobre si la pena de prisión debe ser ejecutada o no una sola vez, lo que debe redundar en una mayor celeridad y eficacia en la ejecución de las penas”.

Una de los importantes déficits que presenta la ejecución penal en España es la ausencia de un procedimiento que regule los mecanismos de petición de las partes, contradicción y audiencia, a fin de resolver en una única resolución judicial si la pena debe ser ejecutada mediante ingreso en centro penitenciario o en cualquiera de las modalidades previstas en el texto del CP vigente a la fecha de los escritos –suspensión o sustitución-. La finalidad del nuevo sistema es terminar con esta situación y agilizar el procedimiento. 

A partir de la entrada en vigor de la reforma, el Juzgador deberá, en la ejecución de penas cortas de prisión, decidir en una sola vez, si procede al ingreso en prisión o a la suspensión de la pena y dentro de ella deberá optar por las distintas modalidades: a) la que conocemos como ordinaria del art. 80.1 CP para penas no superiores a  dos años de prisión; b)  la del art. 87 del actual CP  que en la reforma pasa a ser el art. 80.5 en casos de drogadicción para penas hasta cinco años de prisión; c) o por la modalidad de suspensión sustitutiva -multa o  trabajos en beneficio de la comunidad- y que en la reforma pasa a ser el art. 84 para penas hasta dos años de prisión.

Continúa siendo potestativa la decisión de otorgar la suspensión por parte del Juzgador, supeditada a que sea razonable esperar que la ejecución de la pena no sea necesaria. Es también novedoso el redactado de los criterios a tener en cuenta, de forma que desaparece la referencia a la “peligrosidad criminal” y la “existencia de otros procedimientos penales” que tantas críticas había suscitado por la afectación al derecho a la presunción de inocencia. Dichos criterios se sustituyen por los siguientes: las circunstancias personales del penado, sus antecedentes, su conducta posterior al hecho, en particular su esfuerzo para reparar el daño causado, sus circunstancias familiares y sociales, y los efectos que quepa esperar de la propia suspensión de la ejecución y del cumplimiento de las medidas que fueren impuestas. Los criterios son mucho más adecuados y actualizados a un derecho penal moderno, aunque las limitaciones del Juzgador en este ámbito seguirán residiendo en la inexistencia de informes técnico-sociales o de pronóstico criminal en el futuro. Al no existir en nuestra ley procesal un auténtico incidente de ejecución de las penas, la mayor dificultad en la que nos encontramos es la falta de información y de acreditación de las circunstancias personales del acusado cuando se ha de dictar la sentencia –momento procesal en el que la reforma invita a resolver la posible suspensión de la pena-  o posteriormente,  en auto motivado.

Lo anterior es importante porque, en más de una ocasión, un delito de maltrato de animales como el que nos ocupa, que ha sensibilizado de manera indiscutible a la opinión pública, puede dar lugar a una serie de episodios, el último de los cuales se desarrolla en el juicio. En efecto, si el culpable consigue ser condenado a una pena de escasa gravedad y es -como es frecuente en el delito de maltrato de animales- delincuente primario, la suspensión del cumplimiento efectivo de aquella pena puede convertir el delito -si fue capaz de dar muerte al animal- en un rentable negocio; que, recibiendo tan antipedagógico mensaje, estará dispuesto a repetir si se le presenta de nuevo la ocasión, poniendo de relieve, de este modo, su peligrosidad en el sentido tenido en cuenta por el artículo 80 del vigente Código Penal, al referirse a los efectos que quepa esperar de la propia suspensión de la ejecución.

SEGUNDO.- El delito de maltrato injustificado de animales del Art. 337 del C.P,  reconoce por la ley que los animales tienen entidad física y psíquica, que sienten dolor y acusan la violencia como cualquier ser vivo. En el caso que nos ocupa no existe la más mínima duda que concurren todos y cada uno de los elementos que integran este tipo penal y así condenó el Juzgado de lo Penal cuya sentencia ahora se ejecuta, en tanto que el acusado empleó una inusitada violencia sobre el animal, causándole la muerte, golpeándole brutalmente  y  haciendo sufrir al caballo de su propiedad. 

Las alegaciones del escrito de ABADA, que nada sugiere que puedan descalificarse como irrazonables, merecen favorable acogida, pues se ajustan a un extendido estado de opinión pública, lo que constituye un acto de denuncia que cae dentro de los límites del ejercicio de la libertad de expresión, que patrocina la reducción o eliminación de actividades y conductas que representen ese maltrato, causen sufrimientos injustificables a cualesquiera animales, o empleen procedimientos crueles y que han originado el dictado de normas reguladoras en nuestro país con entidad suficiente para poner en marcha el mecanismo punitivo del Estado y el endurecimiento reciente de la jurisprudencia (por ejemplo, en casos, como la muerte por ahorcamiento de galgos cuando el dueño no los aprecia ya para ser útiles para la caza).
Esta Juzgadora no comparte en absoluto lo alegado por la defensa acerca del arrebato padecido por el penado ante los importantes intereses en juego en la carrera, ni que el reo apreciaba y quería a su caballo, ni que sus antecedentes penales son cancelables y por tanto no susceptibles de valoración. Ha de partirse de que el Fallo ejecutado niega expresamente  la concurrencia de toda circunstancia modificativa de la responsabilidad criminal y por tanto no existió arrebato alguno. Menos aún consta en los Hechos Probados amor alguno al animal, es más, quedó probado en la causa que la muerte se produjo por ser golpeado repetidamente con un palo de madera, en la zona de la cabeza hasta ocasionarla. Pues bien la muerte a palos, en humanos y en animales, es una de las mas angustiosas lo cual es de publico conocimiento y además puede ser no inmediata sino producir una agonía que puede durar varios minutos como mínimo, por lo que es evidente que menospreció la vida del caballo, solo porque se enfadó por la mala carrera de Sorky, dice la sentencia. Por todo ello la muerte a palos de este caballo sano, solo puede explicarse desde un menosprecio de su vida (que podía haber durado mas años) y matarle con tal método que le causo una lenta y angustiosa agonía fue maltratarlo injustificadamente e innecesariamente, porque caben métodos mas dulces y rápidos para ello y otras opciones alternativas a su dedicación a la competición, empleando así, un método brutal como pocos existen, un sufrimiento mayor que el de muchos otros métodos de matar y con ello del que por si solo causa cualquier muerte. 

La muerte atroz de este caballo de carreras en su propia cuadra del Hipódromo, es una aberración en el siglo XXI, y la indignación ciudadana mallorquina está justificada y es legitima y por tanto la ejecución de la respuesta punitiva del Estado debe ponderar con especial interés en este caso, no solo la reinserción social del delincuente, sino los otros fines de la pena. 

Entre los principios que inspiran la ejecución penal con las debidas garantías de seguridad jurídica debemos citar la efectividad. Significa que lo que se ejecuta ha de respetar lo fallado y ser enérgico si es preciso frente a la oposición del condenado y de terceros. En la práctica el automatismo con el que se conceden los beneficios quiebra en muchas ocasiones este principio. Ahora bien, sin este principio rector, como indica la STS 949/2009, de 28 de septiembre “no solo se debilitaría el fin preventivo disuasorio de la pena establecida en la norma penal (perspectiva de la prevención general negativa), sino que generaría en el ciudadano cumplidor de la ley una sensación de desprotección y desasosiego ante ciertos actos delictivos, sensación que derivaría en la pérdida de confianza en la intervención estatal frente al desarrollo de conductas delictivas consideradas socialmente como graves (perspectiva de la prevención general positiva), además de quebrar el fin de prevención especial de la pena (evitar la reiteración en el delito y procurar la reinserción social).

Actualmente, el que el maltrato animal que causa muerte o lesiones es un acto punible, es de comprensión y constancia generalizada, y mas aun en las condiciones que reunía el propietario de un caballo de carreras que competía en el Hipódromo, por lo que por su experiencia y dedicación a este ámbito y por su cualificado conocimiento del mismo no podía desconocer la legislación que incide en la materia, que el maltrato es infracción penal desde hace años tipificado en el C. Penal con pena de prisión. Así, pues, en sus condiciones personales y en lo que resulta del conocimiento de la generalidad de las personas, se ha demostrado en el condenado, plena indiferencia a lo que es delito y no recientemente sino desde hace años.

Tampoco es la primera vez que el reo es condenado ante la jurisdicción penal, pues si bien su antecedente fue cancelado el 20 de junio de 2012, delinque nuevamente en diciembre de ese mismo año, evidenciando que la pena de trabajos en beneficio de la comunidad que le fue impuesta entonces, se ha revelado absolutamente inútil para apartarlo del delito. Aún cuando este antecedente es cancelable, puede tenerse en cuenta para valorar su peligrosidad criminal que como juicio de futuro es un concepto criminológico que también puede nutrirse de los hechos declarados probados en sentencias aunque hayan dado lugar a antecedentes penales ya cancelados, salvo los supuestos de sentencias dictadas contra menores. Imponerle ahora idéntica pena en sustitución de la pena de prisión sería garantizar de manera absurda, ilógica y contraproducente, un beneficio que le evite la pena de prisión impuesta en firme y con su expresa conformidad.  A mayor abundamiento, además de las causas que se han dejado dichas, a la fecha de esta resolución, el registro informático del Juzgado, revela que contra el penado se sigue en la actualidad PA nº 87/2015, sin que conste sentencia en firme.


Vistos los preceptos legales citados y los demás de general y pertinente aplicación al caso de autos.

PARTE DISPOSITIVA


DISPONGO.- DENEGAR TODO BENEFICIO SUSPENSIVO VÍA ARTS. 80 Y 84 CP-TRAS LA REFORMA LO 1/2015 Y 2/2015, DE 30 DE MARZO- Y TODO BENEFICIO SUSPENSIVO O SUSTITUTIVO VÍA ARTS. 80 Y 88 CP ANTERIORES A LA REFORMA, POR LO QUE, DEBERÁ EL PENADO EUGENIO SANCHEZ MARIA CUMPLIR LA PENA DE 8 MESES DE PRISIÓN E INGRESAR EN CENTRO PENITENCIARIO.
Notifíquese esta resolución a la Ilma. Sra. Fiscal de Medio Ambiente y a las demás partes personadas con la instrucción de que la misma no es firme.

MODO DE IMPUGNACIÓN: mediante interposición ante este Órgano judicial de RECURSO DE REFORMA O REFORMA Y SUBSIDIARIO DE APELACIÓN en el plazo de TRES DÍAS siguientes a su notificación o RECURSO DE APELACIÓN DIRECTO dentro de los CINCO DÍAS siguientes a su notificación.

Así lo manda y firma la Ilma. Sra. Dña.  MARIA JESUS CAMPOS BARCIELA, MAGISTRADO-JUEZ del JDO. DE LO PENAL N. 8 de PALMA DE MALLORCA. Doy fe.

LA MAGISTRADO-JUEZ    LA SECRETARIA JUDICIAL
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